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RESUMEN

Este artículo pretende exponer algunos avances de la investigación realizada en la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (Corte IDH). El objetivo consiste en analizar la reparación integral a las víctimas en el 
Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto con las FARC, el cual se firmó a finales del año 2016. Se 
inscribe, igualmente, en el modelo de justicia transicional planteado en la Jurisdicción Especial para la Paz 
(JEP), creada por el acto legislativo 01/2017 a partir de los acuerdos de paz de La Habana, firmado entre el 
Estado colombiano y las FARC, conocido como Acuerdo Final, tendiente a la búsqueda de la verdad, satisfacer el 
derecho de las víctimas, sancionar a los responsables de crímenes de competencia de la Corte Penal Internacional 
y graves crímenes de competencia de la Corte IDH. 

Además analiza la ley 1820/2016, en especial el tema de las amnistías generales, en tanto estas están prohibidas 
por los estándares de la Corte IDH y la Corte Penal Internacional. Se presentan cuestionamientos a la ley 
1820/2016 y a la sentencia C- 007/2018 que revisa la constitucionalidad de dicha ley, en particular se examinan 
los principales “inconvenientes para que exista una reparación integral a las víctimas del conflicto armado”, 
que se derivan de los artículos 7, 41 y 42 de esta ley.

Palabras clave: justicia transicional; Jurisdicción Especial para la Paz (JEP); ley 1820/2016; víctimas; acción 
de repetición; amnistías; derecho. 

VICTIMS’ RIGHTS IN THE SPECIAL JURISDICTION FOR PEACE IN LIGHT OF THE STANDARDS OF THE 
INTER-AMERICAN COURT OF HUMAN RIGHTS

ABSTR AC T

This article intends to analyze the integral reparation to the victims in the Final Agreement for the Termination 
of the Conflict with the FARC, which was signed at the end of 2016. It is also registered in the model of 
Transitional Justice proposed by the Special Justice of Paz -JEP-, created by the Legislative Act 01 of 2017 
from the peace agreements of Havana, signed between the Colombian State of the FARC, known as the Final 
Agreement, aimed at the search of the truth, to satisfy the rights of the victims, to punish those responsible for 
crimes under the jurisdiction of the International Criminal Court and serious crimes under the jurisdiction 
of the Inter-American Court of Human Rights.

Likewise, Law 1820 of 2016 is analyzed, especially the issue of general amnesties, as these are prohibited by 
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the standards of the Inter-American Court and the International Criminal Court. Questions are presented to 
Law 1820 and to the sentence C-007 of 2018 that revises the constitutionality of said Law, especially the main 
“inconveniences so that there is an integral reparation to the victims of the armed conflict”, which are derived 
from the Articles 7, 41 and 42 of this Law.

Keywords: Transitional justice; JEP; Law 1820 of 2016; victims; action of repetition; amnesties; law.

Fecha de recepción: 10/07/2019 
Fecha de aprobación: 22/09/2019

INTRODUCCIÓN

Se reconoce que las víctimas o perjudicados por un delito gozan de una 
protección constitucional que se concreta en sus derechos a la verdad, 

a la justicia y a la reparación. 
Corte Constitucional, sentencia C-370/2006

Este artículo analiza la reparación integral a las víctimas en el Acuerdo Final1 para la Terminación 
del Conflicto con las FARC, el cual se firmó a finales del año 2016. Se inscribe, igualmente, en el mo-
delo de justicia transicional2 planteado en la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP)3, creada por el 
acto legislativo 01/20174 a partir de los acuerdos de paz de La Habana entre el Estado colombiano y 
el grupo armado de las FARC, conocido como Acuerdo Final5, tendiente a la búsqueda de la verdad, 
satisfacer el derecho de las víctimas6, sancionar a los responsables de crímenes de competencia de la 

1 El Acuerdo Final lo firman el Estado colombiano y el grupo de las FARC en el año 2016. Cabe anotar que este no fue 
aprobado por el plebiscito de ese año, tal como lo pretendía el Ejecutivo con la llamada a la ratificación popular de los 
acuerdos, sino que fue el Congreso colombiano quien en noviembre de 2016 refrenda los acuerdos finales.

2  La justicia transicional se describe en el acto legislativo 01/2012 de la siguiente manera: “Artículo 1°. La Constitución 
Política tendrá un nuevo artículo transitorio que será el 66, así:[…] Artículo Transitorio 66. Los instrumentos de justicia 
transicional serán excepcionales y tendrán como finalidad prevalente facilitar la terminación del conflicto armado in-
terno y el logro de la paz estable y duradera, con garantías de no repetición y de seguridad para todos los colombianos; 
y garantizarán en el mayor nivel posible, los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. Una ley 
estatutaria podrá autorizar que, en el marco de un acuerdo de paz, se dé un tratamiento diferenciado para los distintos 
grupos armados al margen de la ley que hayan sido parte en el conflicto armado interno y también para los agentes 
del Estado, en relación con su participación en el mismo”. 

3  Acto legislativo 01/2017: “Artículo transitorio 5°. Jurisdicción Especial para la Paz. […] Sus objetivos son satisfacer el 
derecho de las víctimas a la justicia; ofrecer verdad a la sociedad colombiana; proteger los derechos de las víctimas; 
contribuir al logro de una paz estable y duradera; y adoptar decisiones que otorguen plena seguridad jurídica a quienes 
participaron de manera directa o indirecta en el conflicto armado interno mediante la comisión de las mencionadas 
conductas”.

4 La sentencia C-674/2017 estudia la constitucionalidad del acto legislativo 01/2017. En esta se afirma que es “deber del 
Estado […] investigar, juzgar y sancionar las graves violaciones de derechos humanos y las infracciones al DIH y de 
garantizar los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia, la reparación y la no repetición. (ii) El principio de se-
paración de poderes y el sistema de frenos y contrapesos al poder. (iii) La independencia judicial, como expresión del 
principio de separación de poderes, como garantía de la imparcialidad y neutralidad de los operadores de justicia en 
la resolución de conflictos, y como instrumento para la realización de derechos fundamentales. (iv) la supremacía de la 
Constitución como fundamento de los sistemas y procedimientos de aseguramiento de la Carta Política como norma de 
normas. (v) El principio democrático, el principio de legalidad, el derecho al debido proceso, y en particular, la garantía 
del juez natural” (sentencia C-674/2017). 

5 Véase https://www.elheraldo.co/politica/lea-aqui-el-texto-completo-del-nuevo-acuerdo-de-paz-301931
6 Conforme con la ley 1148/2011, se consideran víctimas: “aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido 

un daño por hechos ocurridos a partir del 1º de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Interna-
cional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas 
con ocasión del conflicto armado interno” (art. 3).
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Corte Penal Internacional y graves crímenes de competencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (en adelante Corte IDH). 

La JEP tiene como objetivo constitucional buscar la paz –según el artículo 22 de la Constitución 
Política– y que la sociedad colombiana sepa la verdad de los hechos, que se investigue7 seria e im-
parcialmente, además, juzgue, repare a las víctimas8 y sancione a los responsables9 por crímenes de 
lesa humanidad y de guerra, cometidos en el conflicto armado interno de más de cincuenta años. 
En términos generales, la JEP es un tribunal especial que busca garantizar mecanismos de repara-
ción integral a las víctimas, juzgar a los máximos responsables10 de ejecutar graves violaciones a los 
derechos fundamentales sufridas durante el conflicto armado interno y contribuir a la búsqueda de 
una paz estable y duradera para la sociedad colombiana y el continente.

Es de aclarar que la JEP retoma elementos de la justicia restaurativa y de la justicia transicional11 
como mecanismos jurídicos y extrajurídicos que complementan la clásica aplicación punitiva del 
Estado para juzgar, sancionar e investigar aquellas violaciones a los derechos fundamentales y los 
graves crímenes al derecho internacional humanitario. 

En este contexto, los retos de la JEP son abismales. Este tribunal tendrá que investigar, hacer que 
los victimarios repararen a las víctimas12 y resolver la situación judicial de más de diez mil miembros 

7 En la sentencia de la Corte IDH respecto al caso El Mozote vs. El Salvador (2012), adujo la Corte la necesidad de que 
“la investigación sea un imperativo estatal, así como la importancia de que tales acciones se realicen conforme a los 
estándares internacionales” (Corte IDH, resolución de 31 de agosto de 2017). 

8 Los Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas se encuentran en la resolución 60/147 de la Asam-
blea General de las Naciones Unidas. Allí se señala que “11. Entre los recursos contra las violaciones manifiestas de las 
normas internacionales de derechos humanos y las violaciones graves del derecho internacional humanitario figuran 
los siguientes derechos de la víctima, conforme a lo previsto en el derecho internacional:

a) Acceso igual y efectivo a la justicia;
b) Reparación adecuada, efectiva y rápida del daño sufrido;
c) Acceso a información pertinente sobre las violaciones y los mecanismos de reparación”.
9  La Corte IDH ha dicho que “el Estado deberá reabrir la investigación de los hechos del caso, a fin de individualizar, 

juzgar, y en su caso, sancionar a todos los responsables de tales hechos, entre otras medidas para la efectiva investigación 
y el conocimiento de los hechos, así como determinar el paradero de los cuerpos de las personas fallecidas, repatriarlos 
y entregárselos a sus familiares” (Caso Nadege Dorzema y otros vs. República Dominicana, sentencia de 24 de octubre 
de 2012. Reparaciones y costas). Igualmente dijo la Corte en el caso Radilla Pacheco vs. México que: “En tal sentido, 
las víctimas de violaciones a derechos humanos y sus familiares tienen derecho a que tales violaciones sean conocidas 
y resueltas por un tribunal competente, de conformidad con el debido proceso y el acceso a la justicia. La importancia 
del sujeto pasivo trasciende la esfera del ámbito militar, ya que se encuentran involucrados bienes jurídicos propios del 
régimen ordinario” (párr. 275). 

10  Sobre los máximos responsables, la Corte Constitucional de Colombia expresó: “El máximo responsable es aquella 
persona que tiene un rol esencial en la organización criminal para la comisión del delito, es decir que haya: dirigido, 
tenido control o financiado la comisión de los delitos de lesa humanidad, genocidio y crímenes de guerra cometidos 
de manera sistemática” (sentencia C-579/2013). 

11 La sentencia C-577/2014 definió la justicia transicional como: “un conjunto de procesos de transformación social y po-
lítica profunda en los cuales es necesario utilizar gran variedad de mecanismos con el objeto de lograr la reconciliación 
y la paz, realizar los derechos de las víctimas a la verdad, justicia y reparación, restablecer la confianza en el Estado y 
fortalecer la democracia, entre otros importantes valores y principios constitucionales”. Para un autor como Kai Ambos 
“El paradigma de la justicia transicional se incluyó entonces como un tipo de justicia de reconciliación que, en oposición 
a la justicia retributiva, se sustentaba en la reconstrucción de lazos sociales y no en el castigo” (2014, p. 110).

12 Para la Corte Penal Internacional las víctimas tienen un papel importante, el de poder participar desde la investigación 
preliminar hasta la sentencia. Así, según el artículo 68.3 del Estatuto de Roma, las víctimas tienen derecho a ser oídas 
en los diferentes espacios procesales: “[la] Corte permitirá, en las fases del juicio que considere conveniente, que se 
presenten y tengan en cuenta las opiniones y observaciones de las víctimas si se vieren afectados sus intereses personales 
y de una manera que no redunde en detrimento de los derechos del acusado o de un juicio justo e imparcial ni sea 
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de las Farc –más del 90 % de los diez mil desmovilizados adquirieron amnistías de jure y quedaron 
en libertad sin que hayan, hasta el momento, reparado integralmente a las víctimas–, de la suerte 
jurídica de unos dos mil militares13, a quienes no se les puede conceder amnistías –conforme con la 
ley 1820/2016, a estos se les confiere un tratamiento penal diferenciado– y de un número indeter-
minado de civiles vinculados al conflicto armado. 

Además, tendrá que hacer frente a las diversas propuestas de modificación que ha intentado, 
tanto el Ejecutivo –con las seis objeciones por inconveniencia a la Ley Estatutaria de la Ley, en el 
año 2019, las mismas que no fueron consideradas por el legislador, debiendo ser sancionada la ley 
por parte del presidente de la República este mismo año– como el partido político Centro Democrá-
tico, quien presentó al Senado varias propuestas de modificación a la Reglamentación de la JEP14-.

Así, tanto la jurisprudencia de la Corte IDH como las prohibiciones indicadas en el Estatuto de 
Roma, en especial en sus artículos 5-8, deben guiar la normativa resultante de la Ley de Amnistía e 
Indulto –ley 1820/2016–, tendiente a lograr una paz estable y duradera con reparación integral a 
las víctimas. Estas amnistías e indultos, tanto los generalizados como los condicionados15, aplicados 
a los combatientes de las FARC y los tratamientos penales especiales para la Fuerza Pública, deben 
ajustarse a los estándares internacionales que protegen y garantizan el derecho de las víctimas16 a 
la verdad, la justicia, la reparación y la no repetición, los cuales prohíben la concesión de amnistías 
generales –mas no así las amnistías condicionadas–, esto es, dichas prohibiciones apuntan a que 
las víctimas sean reparadas integralmente, sepan la verdad de los hechos ocurridos y que los perpe-
tradores respondan penal y socialmente por los daños causados. 

Al decir de la Corte Interamericana, las amnistías generales carecen de efectos jurídicos en tan-
to son una afrenta para las víctimas por obstaculizar que el Estado realice una investigación seria 
e imparcial. Estas garantías internacionales deben instaurarse como cláusulas intangibles que no 
deben ni pueden ser modificadas por el Estado o por quien ostenta el poder, incluso si se cuenta 
con mayorías que avalen el otorgamiento de las amnistías generales. Tales estándares deben ser 
tenidos en cuenta por la JEP, puesto que las víctimas constituyen el punto central de los acuerdos 
de paz celebrados entre el Estado colombiano y las FARC; es decir, deben tener todos la capacidad 
de participar, aportar, debatir pruebas y tomar parte en las principales decisiones que los afectan 
–Acuerdo Final de La Habana y Ley Estatutaria de la JEP17–.

incompatible con estos. Los representantes legales de las víctimas podrán presentar dichas opiniones y observaciones 
cuando la Corte lo considere conveniente y de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba”. 

13  Véase http://colombia2020.elespectador.com/justicia
14  Uno de estos cambios al Acuerdo Final de La Habana fue presentado contra el acto legislativo 01/2017, consiste en la 

propuesta de “congelar los procesos de la fuerza pública ante la JEP, hasta que se cree una Sala Especializada para que 
juzgue exclusivamente a los militares”. Es de aclarar que la propuesta permitía que los militares tengan la opción de 
continuar en la JEP o esperar la creación de esta nueva Sala. 

15  Sobre la diferencia entre amnistías generales y condicionadas véase Durango (2017).
16  El derecho de las víctimas fue expuesto en el punto quinto del Acuerdo Final suscrito por el gobierno y las FARC-EP, 

que señala en el párrafo 27 que: “La concesión de amnistías o indultos o el acceso a cualquier tratamiento especial, no 
exime del deber de contribuir, individual o colectivamente, al esclarecimiento de la verdad conforme a lo establecido en 
este documento”. Por su parte el parágrafo 28 indica: “El grado de contribución voluntaria de cada persona o colectivo 
a la verdad estará en relación con el tratamiento a recibir en el componente de justicia”.

17  Según la Ley Estatutaria de la JEP –ley 1957/2019–, “Las víctimas podrán participar en los momentos establecidos 
para ello en la presente ley, por (i) sí mismas, o por medio de: (ii) apoderado de confianza; (iii) apoderado designado 
por la organización de víctimas; (iv) representante común otorgado por el Sistema Autónomo de Asesoría y Defensa 
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Estas cláusulas intangibles internacionales planteadas por la Corte Penal Internacional, así como 
la que desarrolla la jurisprudencia de la Corte Interamericana, tienden a proteger los derechos de las 
víctimas a (i) ser reparadas, (ii) conocer la verdad, (iii) contar con un debido proceso a ser escuchadas 
y tener la posibilidad real de conseguir y aportar pruebas en el proceso transicional condenatorio de 
los victimarios y a que (iv) se investigue y sancione eficazmente a los victimarios. 

Así, en esta investigación se aplica la siguiente metodología: (i) se parte del concepto de vícti-
ma en la jurisprudencia de la Corte IDH y en la Corte Constitucional colombiana. (ii) Se analiza el 
papel de las víctimas en la ley 1820/2016. (iii) El trabajo continúa con un análisis de la sentencia 
C-007/2018, la misma que revisa la constitucionalidad de la ley 1820/2016. (iv) Se presenta, a modo 
de conclusión, unas ideas rectoras sobre la importancia de proteger a las víctimas en proceso de paz 
celebrado entre el Estado colombiano y las FARC, en concordancia con los estándares internacionales 
que prohíben las amnistías generales. 

LAS VÍCTIMAS EN LA JURISPRUDENCIA INTERNACIONAL Y NACIONAL

Corte Interamericana de Derechos Humanos 

Desde la perspectiva de la Corte IDH este tribunal ha enfatizado, desde su primera sentencia18 
en el año 1988, que los Estados partes están en la obligación de investigar los crímenes más graves, 
juzgar y sancionar a los responsables de este tipo de crímenes. Lo que ha conllevado que dicho tri-
bunal interamericano desarrolle una rica jurisprudencia sobre la importancia de que las víctimas 
tengan garantizado un debido proceso19 y el derecho a ser escuchadas, debatir las pruebas y obtener 
una reparación integral. Al respecto manifiesta la Corte IDH que: 

Los Estados Partes se obligan a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violaciones de 
los derechos humanos, recursos que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido 
proceso legal, todo ello dentro de la obligación general a cargo de los mismos Estados de garantizar el 
libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre 
bajo su jurisdicción20.

Por su parte, en el caso de la Masacre de Mapiripán vs. Colombia21, la Corte IDH fue clara al 
precisar la relevancia que tienen los Estados partes de investigar, juzgar y sancionar seriamente a los 
responsables de crímenes más graves, ello con el fin de que las víctimas tengan derecho a un recurso 
judicial efectivo y a que el derecho a la verdad y la reparación no se vulnere. Al sentir de la Corte:

[…] según la Convención Americana, los Estados Partes están obligados a suministrar recursos judiciales 
efectivos a las víctimas de violaciones de los derechos humanos (artículo 25), recursos que deben ser 

administrado por la Secretaría Ejecutiva de la JEP; (v) de manera subsidiaria a las anteriores, apoderado que designe 
el sistema de defensa pública”. 

18  Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Sentencia de 29 de julio de 1988. 
19  El derecho al debido proceso se encuentra en el artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, allí 

se indica que: “Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por 
un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación 
de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden 
civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter”. 

20  Corte IDH, opinión consultiva OC-9/1987. Caso Durand y Ugarte vs. Perú, sentencia de 16 de agosto de 2000, párr. 121.
21  Corte IDH. Caso Masacre de Mapiripán vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. 
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sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la 
obligación general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos 
reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción22.

En cuanto a la posibilidad real de las víctimas o sus familiares de participar en las diferentes 
etapas de la investigación y poder conocer la verdad23, adujo la Corte IDH en el caso Anzualdo Castro 
vs. Perú, la obligación que tiene el Estado de no obstaculizar las investigaciones que comprendan 
la búsqueda de la verdad y la reparación de las víctimas:

En particular, este es un caso de desaparición forzada ocurrido en un contexto de práctica o patrón 
sistemático de desapariciones perpetrada por agentes estatales, por lo que el Estado no podrá argüir 
ni aplicar ninguna ley ni disposición de derecho interno, existente o que se expida en el futuro, para 
eximirse de la orden de la Corte de investigar y, en su caso, sancionar penalmente a los responsables de 
los hechos. Por esa razón, tal como lo ordenó este Tribunal desde la emisión de la Sentencia en el caso 
Barrios Altos vs. Perú, el Estado no podrá volver a aplicar las leyes de amnistía, las cuales no tienen efectos 
ni los generarán en el futuro (supra párr. 163), ni podrá argumentar prescripción, irretroactividad de la 
ley penal, cosa juzgada, ni el principio ne bis in idem o cualquier excluyente similar de responsabilidad, 
para excusarse de esta obligación. 

Con base en la jurisprudencia de este Tribunal, durante la investigación y el juzgamiento, el Estado debe 
asegurar el pleno acceso y capacidad de actuar de los familiares de la víctima en todas las etapas de esta 
investigación, de acuerdo con la ley interna y las normas de la Convención Americana. Adicionalmente, 
los resultados de los procesos deberán ser públicamente divulgados para que la sociedad [peruana] co-
nozca los hechos objeto del presente caso, así como a sus responsables24.

Sobre graves violaciones a los derechos fundamentales manifestó la Corte IDH en el caso Ríos 
y otros vs. Venezuela que: 

En casos de ejecuciones cometidas por el Estado, desapariciones forzadas, tortura y otras graves violacio-
nes a los derechos humanos, el Tribunal ha considerado que la realización de una investigación ex officio, 
sin dilación, seria, imparcial y efectiva, es un elemento fundamental y condicionante para la protección 
de ciertos derechos afectados por esas situaciones, como la libertad personal, la integridad personal 
y la vida. Se considera que en esos casos la impunidad no será erradicada sin la determinación de las 
responsabilidades generales –del Estado– e individuales –penales y de otra índole de sus agentes o de 
particulares–, complementarias entre sí. Por la naturaleza y gravedad de los hechos, más aún si existe 
un contexto de violación sistemática de derechos humanos, los Estados se hallan obligados a realizar una 
investigación con las características señaladas, de acuerdo con los requerimientos del debido proceso. El 
incumplimiento genera, en tales supuestos, responsabilidad internacional del Estado25.

22  Corte IDH. Caso Masacre de Mapiripán vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 2005, párr. 195. 
23  En lo atinente al derecho a la verdad, dijo la Corte IDH que “toda persona, incluyendo los familiares de las víctimas 

de graves violaciones a derechos humanos, tiene el derecho a conocer la verdad. En consecuencia, los familiares de las 
víctimas y la sociedad deben ser informados de todo lo sucedido con relación a dichas violaciones. La Corte Interame-
ricana ha considerado el contenido del derecho a conocer la verdad en su jurisprudencia, en particular en casos de 
desaparición forzada” (Caso Tenorio Roca y otros vs. Perú. Fondo. Sentencia de 22 de junio de 2016, párr. 243). 

24  Corte IDH, caso Anzualdo Castro vs. Perú. Fondo. Sentencia de 22 de septiembre de 2009, párr. 183. 
25  Corte IDH. Caso Ríos y otros vs. Venezuela. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 28 

de enero de 2009. Serie C-194, párr. 298.
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Por último, vale la pena mencionar que las amnistías generales son una afrenta a las víctimas, en 
tanto comportan la impunidad. En este punto, la Corte Interamericana es clara en los casos Barrios 
Altos vs. Perú26 y El Mozote vs. El Salvador27, donde insiste el tribunal que las amnistías y autoam-
nistías generales que conlleven la impunidad están prohibidas en tanto carecen de efectos jurídicos28. 

CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA

La Corte Constitucional colombiana ha dicho, respecto al derecho de las víctimas –sentencia 
C-228/2002–, que estas pueden participar en el proceso penal, el cual les debe garantizar el respeto 
a su dignidad humana y no solo una reparación pecuniaria. De esto resulta que:

El principio de dignidad impide que el ser humano, y los derechos y bienes jurídicos protegidos por 
el derecho penal para promover la convivencia pacífica de personas igualmente libres y responsables, 
sean reducidos a una tasación económica de su valor. El reconocimiento de una indemnización por los 
perjuicios derivados de un delito es una de las soluciones por las cuales ha optado el legislador ante la 
dificultad en materia penal de lograr el pleno restablecimiento de los derechos y bienes jurídicos violen-
tados en razón a la comisión de un delito. Pero no es la única alternativa ni mucho menos la que protege 
plenamente el valor intrínseco de cada ser humano. Por el contrario, el principio de dignidad impide que 
la protección a las víctimas y perjudicados por un delito sea exclusivamente de naturaleza económica29. 

Esta misma línea jurisprudencial, que protege el derecho de las víctimas a obtener una reparación 
integral se ratifica en la sentencia C-209/2007, donde la Corte Constitucional colombiana sustentó 
de nuevo que: 

[…] i) las víctimas pueden impugnar la decisión del juez de control de garantías sobre la aplicación del 
principio de oportunidad; […] vi) las víctimas pueden participar y hacer observaciones sobre el descu-
brimiento de elementos probatorios, solicitar su exhibición para conocerlos y estudiarlos, así como pedir 
la exclusión, el rechazo o la inadmisibilidad de aquellos impertinentes, inútiles o repetitivos, en el marco 
de la audiencia preparatoria; vii) las víctimas tienen el derecho de acudir directamente al juez de control 
de garantías para solicitar la celebración de audiencias de imposición de medidas de aseguramiento, así 
como al juez de conocimiento para solicitar medidas de protección, y viii) la víctima y su abogado pueden 
impugnar la decisión sobre la que estén en desacuerdo.

Respecto al derecho a la reparación integral a las víctimas, se explicitó en la sentencia C-715/2012 
que: 

La jurisprudencia de la Corte ha fijado las siguientes reglas para la interpretación del derecho a la re-
paración: (i) su reconocimiento expreso frente a víctimas de violaciones de DD.HH., (ii) se encuentra 
regulado por el Derecho Internacional, (iii) debe ser integral, (iv) incluye la restitución plena (restitutio in 

26  En este caso dijo la Corte IDH: “son inadmisibles las disposiciones de amnistía, las disposiciones de prescripción y el 
establecimiento de excluyentes de responsabilidad que pretendan impedir la investigación y sanción de los responsa-
bles de las violaciones graves de los derechos humanos tales como la tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales o 
arbitrarias y las desapariciones forzadas, todas ellas prohibidas por contravenir derechos inderogables reconocidos por 
el Derecho Internacional de los Derechos Humanos”.

27  En la sentencia de la Corte IDH respecto al caso El Mozote vs. El Salvador, expresó la corporación la necesidad de 
que “la investigación sea un imperativo estatal, así como la importancia de que tales acciones se realicen conforme a los 
estándares internacionales” (Corte IDH, resolución de 31 de agosto de 2017). Lo importante es que la JEP y sus salas 
sigan estándares de la Corte Interamericana y la Corte Penal Internacional.

28  Véase Durango (2017). 
29  Corte Constitucional colombiana. Sentencia C-228/2002.
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integrum), es decir, el restablecimiento de la víctima a la situación anterior al hecho de la violación, (v) de 
no ser posible tal restablecimiento pleno es procedente la compensación, (vi) incluye además medidas tales 
como la rehabilitación, la satisfacción y garantías de no repetición, (vii) tiene una dimensión individual 
y colectiva, (viii) la individual incluye medidas como la restitución, la indemnización y la readaptación o 
rehabilitación; (ix) la colectiva se obtiene a través de medidas de satisfacción y carácter simbólico o que 
se proyecten a la comunidad, (x) también incluye el reconocimiento público del crimen cometido y el 
reproche de tal actuación, (xi) desborda el campo de la reparación económica, e incluye también la ver-
dad y la justicia, (xii) debe diferenciarse de la asistencia y de servicios sociales y de la ayuda humanitaria 
brindada por parte del Estado y (xiii) las políticas públicas para hacerlo efectivo deben ser articuladas 
y complementarias.

Esta idea la retoma la Corte Constitucional colombiana en la sentencia T-130/2016, donde se 
indica nuevamente, respecto al derecho a la reparación, la necesidad y obligatoriedad de que el 
Estado repare integralmente a las víctimas por el daño ocasionado, ello según el deber de garantía 
conforme con el artículo 6330 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de donde se 
desprende “que toda violación de una obligación internacional que haya producido daño comporta 
el deber de repararlo adecuadamente”31. 

LEY 1820/2016, ¿REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS DE CONFLICTO ARMADO? 

La ley 1820/2016 tiene como objetivo 

[…] regular las amnistías e indultos por los delitos políticos y los delitos conexos con estos, así como 
adoptar tratamientos penales especiales diferenciados, en especial para agentes del Estado que hayan 
sido condenados, procesados o señalados de cometer conductas punibles por causa, con ocasión o en 
relación directa o indirecta con el conflicto armado. 

Esta ley tiene entre sus prioridades una reparación integral a las víctimas del conflicto armado 
interno colombiano. Señala la ley la importancia de que, en la concesión de amnistías e indultos, exista 
el deber del beneficiado de “contribuir individual o colectivamente al esclarecimiento de la verdad”. 

Ahora bien, desde el contexto de trabajo de investigación, se presentan los siguientes reparos a 
la ley 1820/2016 y a la sentencia C-007/2018 que revisa la constitucionalidad de dicha ley. Primero, 
se expondrán los artículos que evidencian inconvenientes para que exista una reparación integral a 
las víctimas del conflicto armado, tales como los artículos 7, 41 y 42 de este ley. Segundo, se analiza 
la sentencia C-007/2018 que revisa la constitucionalidad de la ley 1820/2016. 

30  Artículo 63.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos: “Cuando decida que hubo violación de un 
derecho o libertad protegidos en esta Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su 
derecho o libertad conculcados. Dispondrá, asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la 
medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte 
lesionada”.

31  En concreto afirmó la Corte IDH lo siguiente: “Sobre la base de lo dispuesto en el artículo 63.1 de la Convención Ame-
ricana, la Corte ha indicado que toda violación de una obligación internacional que haya producido daño comporta 
el deber de repararlo adecuadamente y que esa disposición recoge una norma consuetudinaria que constituye uno de 
los principios fundamentales del Derecho Internacional contemporáneo sobre responsabilidad de un Estado” (Caso 
Nadege Dorzema y otros vs. República Dominicana, sentencia de 24 de octubre de 2012. Reparaciones y costas). 
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NORMAS DE LA LEY 1820/2016 QUE “DIFICULTAN” EL ACCESO DE LAS VÍCTIMAS A LA REPARACIÓN 
INTEGRAL 

Cuando la ley 1820/2016 concede amnistías condicionadas32 se supedita la suerte de la repara-
ción a la víctima a dos escenarios: (i) confiar que la persona que fue beneficiada con la amnistía de 
iure diga la verdad de manera voluntaria y quiera reparar a las víctimas y (ii) esperar que la JEP 
resuelva si decide si investigar o no a los amnistiados y a los agentes del Estado, esto es, señale si 
se debe o no repararlas. Parece ser que solo las personas seleccionadas33 serán las que reparen a las 
víctimas, pero a las que se les concedió amnistía de iure no estarán en la obligación de reparar, ello 
debido a que la ley extingue la acción de repetición y la sanción disciplinaria –para los agentes del 
Estado–. Esto a todas luces va en contravía del artículo 90 de la Constitución Política que dice: “El 
Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados 
por la acción o la omisión de sus autoridades públicas”. 

Ahora bien, si se analiza este artículo constitucional de acuerdo con el artículo 7 de la ley 1820/2016, 
se evidencia que la ley no armoniza con lo indicado en la Carta Constitucional. Veamos: 

Artículo 7°. […] La amnistía será un mecanismo de extinción de la acción penal, disciplinaria, adminis-
trativa y fiscal, cuya finalidad es otorgar seguridad jurídica a los integrantes de las FARC-EP o a personas 
acusadas de serlo, tras la firma del Acuerdo Final de Paz con el Gobierno nacional y la finalización de 
las hostilidades, todo ello sin perjuicio de lo establecido en el artículo 41 sobre extinción de dominio. 

En lo que respecta a la sanción disciplinaria o administrativa, la amnistía tendrá también el efecto de 
anular o extinguir la responsabilidad o la sanción disciplinaria o administrativa impuesta por conductas 
relacionadas directa o indirectamente con el conflicto armado.

Por su parte, la renuncia a la persecución penal para funcionarios públicos34 –a estos no se les 
puede conceder amnistías– está señalada en el artículo 41 de la ley 1820/2016 que postula:

La amnistía extingue la acción y la sanción penal principal y las accesorias, la acción de indemnización 
de perjuicios derivada de la conducta punible, y la responsabilidad derivada [de] la acción de repetición 
cuando el amnistiado haya cumplido funciones públicas. Lo anterior, sin perjuicio del deber del Esta-
do de satisfacer el derecho de las víctimas a la reparación integral en concordancia con la Ley 1448 de 
2011. Todo ello sin perjuicio de las obligaciones de reparación que sean impuestas en cumplimiento de 
lo establecido en el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No repetición.

Esto es, las personas amnistiadas condicionalmente no repararán con su patrimonio a las víctimas, 
ya que quien debe responder solidariamente es el Estado, quien reparará, dice la ley 1820/2016, a 
través de la ley 1448/2011. Es de aclarar que tal ley solo ha reparado un 7,7 % de las más de ocho 

32 Artículo 15. “Amnistía de iure. Se concede amnistía por los delitos políticos de ‘rebelión’, ‘sedición’, ‘asonada’, ‘conspi-
ración’ y ‘seducción’, usurpación y retención ilegal de mando y los delitos que son conexos con estos de conformidad 
con ley, a quienes hayan incurrido en ellos”. 

33 Esto se deduce del artículo 27-7 de la ley que dice: “Para asegurar el funcionamiento eficiente, eficaz y célere de la 
Jurisdicción Especial de paz; la sala tendrá las más amplias facultades para organizar sus tareas, integrar comisiones 
de trabajo, fijar prioridades, acumular casos semejantes y definir la secuencia en que los abordará, así como adoptar 
criterios de selección y descongestión, para lo cual podrá también tener en cuenta las observaciones de las víctimas”.

34 Esta misma idea se sostiene en el artículo 48-5 de la ley 1820/2016 donde se dice: “La renuncia a la persecución penal también 
genera los siguientes efectos: […] 5. Impide el ejercicio de la acción de repetición y del llamamiento en garantía contra los 
agentes del Estado, sin perjuicio del deber del Estado de satisfacer el derecho de las víctimas a la reparación integral”. 
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millones de víctimas, a ocho años de vigencia de la norma35. Igualmente, en esta ley, la indemni-
zación a las víctimas se supedita a la disponibilidad de recursos estatales, tal como lo indica la ley 
1448/2011 en los artículos 9 y 10. 

Ahora bien, ¿qué dice la sentencia C-007/2018 que revisa la constitucionalidad de la ley 1820/2016? 
La Corte Constitucional solo declaró, sin ninguna fundamentación racional ni ponderación36 expli-
cable, que la extinción de la acción de repetición está acorde con la Constitución37. La siguiente es 
la explicación que ofrece la sentencia:

879. Por último, en cuanto al parágrafo, ya se precisó al inicio de este análisis de constitucionalidad, que 
la extensión de los efectos de la amnistía a las investigaciones disciplinarias o fiscales en curso, es consti-
tucional; resta por afirmar que la parte final, que se refiere a algunos aspectos procedimentales, también 
se ajusta al ordenamiento Superior, en la medida en que tienden a materializar los efectos plenos del 
beneficio conferido en el marco del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición, 
de manera oportuna.

Esta decisión proferida en la sentencia C-007/2018 refuta la línea jurisprudencial desarrollada 
por la Corte Constitucional en sentencia C-430/2000, donde expresó la Corte la importancia de la 
acción de repetición. Dijo el tribunal que:

[…] los perjudicados pueden demandar ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, no solo a 
la entidad causante del perjuicio, sino al funcionario o a ambos. Pero, en cuanto a la efectividad de la 
responsabilidad del funcionario armonizó la disposición con el inciso segundo del art. 90 de la Constitu-
ción y estimó que los perjudicados no pueden reclamar directamente del funcionario la indemnización 
por el daño, con ello se garantiza, de un lado, la reparación al perjudicado, porque queda debidamente 
asegurado con el respaldo patrimonial del Estado, y de otro, se consigue que pueda establecerse dentro 
del proceso el dolo o la culpa grave del funcionario en los hechos dañosos, para efectos de la acción de 
repetición.

Esta idea –sobre la acción de repetición– es de nuevo abordada en la sentencia C-644/2011, 
donde alegó la Corte Constitucional la responsabilidad que tienen los funcionarios públicos por el 
daño antijurídico causado por sus agentes, por lo que:

La reparación directa es una acción de naturaleza subjetiva, individual, temporal y desistible, a través de 
la cual la persona que se crea lesionada o afectada podrá solicitar directamente ante la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo que se repare el daño causado y se le reconozcan las demás indemnizaciones 
que correspondan. Se trata de una típica acción tendiente a indemnizar a las personas con ocasión de 

35  Al respecto véase Comisión de Seguimiento y Monitoreo al Cumplimiento de la Ley 1448 de 2011 (2015). 
36  La sentencia C-771/2011 utiliza el test de ponderación de manera fundamentada a favor de las víctimas en tanto dice: 

“Sin embargo, al relievar también el valor e importancia reconocidos por la Constitución al concepto de justicia, y pre-
cisamente como resultado de ese ejercicio de ponderación, señaló esta corporación que, pese a la enorme importancia 
de la paz como valor, como derecho y como deber ciudadano, el posible logro de ese objetivo no es razón suficiente 
para justificar cualquier tipo de sacrificio de otros intereses igualmente protegidos por el ordenamiento superior, 
específicamente los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación, como consecuencia de las acciones 
que les hubieren afectado”.Por su parte, la sentencia C-099/2013 sostuvo que “al valor de la paz no se le puede conferir 
un alcance absoluto, ya que también es necesario garantizar la materialización del contenido esencial del valor de la 
justicia y del derecho de las víctimas a la justicia, así como los demás derechos de las víctimas, a pesar de las limitaciones 
legítimas que a ellos se impongan para poner fin al conflicto armado”.

37  En la audiencia pública ante la Corte Constitucional, el Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo solicitó la inexe-
quibilidad del artículo, aduciendo pocas garantías para la reparación integral a las víctimas. Véase Corte Constitucional, 
sentencia C-007/2018. 
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la responsabilidad extracontractual en que pudo incurrir el Estado. En el análisis jurídico de la acción 
de reparación directa opera el principio iura novit curia, en la medida que a la persona interesada no le 
corresponde presentar las razones jurídicas de sus pretensiones, sino simplemente relatar los hechos, 
omisiones, operación u ocupación, para que el juez administrativo se pronuncie con base en el derecho 
aplicable al caso.

Respecto a los agentes del Estado y el tratamiento penal diferenciado, así como la extinción de la 
indemnización disciplinaria y la acción de repetición38, dice el artículo 42 de la ley 1820/2016 que: 

La renuncia a la persecución penal extingue la acción y la sanción penal, así como la acción de indem-
nización de perjuicios derivada de la conducta punible y la responsabilidad derivada de la acción de 
repetición. Lo anterior, sin perjuicio del deber del Estado de satisfacer el derecho de las víctimas a la 
reparación integral en concordancia con la Ley 1448 2011.

Igualmente mencionó la Corte Constitucional en la sentencia en comento que:

Sobre los efectos que se proyectan en la responsabilidad y sanciones penales, principales y accesorias; 
así como sobre la responsabilidad y sanciones de índole disciplinari[a] y fiscal (administrativas), la Sala 
se remite a los argumentos que ha expuesto al analizar la constitucionalidad de la anterior disposición, 
esto es, el artículo 41, y con base en los cuales ha considerado que esta previsión no viola la Carta Política.

Del análisis que hace la Corte Constitucional del artículo 42 de la ley 1820/2016 se deduce que la 
acción de indemnización y de repetición conlleva la reparación administrativa consagrada en la ley 
1148/2011, siempre y cuando el Estado –la JEP en este caso– inicie una investigación a quienes se 
les concedió amnistía de iure y a los agentes del Estado a quienes se les aplicó un tratamiento penal 
diferenciado y la renuncia a la persecución penal y administrativa. Ahora bien, recuérdese que la 
JEP se encargará de investigar, juzgar y sancionar aquellos delitos más graves, quedando fuera de 
abanico de investigación los otros delitos que no sean priorizados. 

Lo anterior, a nuestro entender, va en contravía del artícul0 90 superior –reparar el daño anti-
jurídico ocasionado por un servidor público– y de la ley 678/2001, donde señala que la acción de 
repetición:

[…] es el medio judicial que la Constitución y la ley le otorgan a la administración pública para obtener de 
sus funcionarios o ex funcionarios el reintegro del monto de la indemnización que ha debido reconocer 
a los particulares como resultado de una condena de la jurisdicción de lo contencioso administrativo por 
los daños antijurídicos causados en ejercicio de funciones públicas o con ocasión a ellas, haya actuado 
con dolo o culpa grave, descartando así la responsabilidad por culpa leve o levísima.

Se insiste en que la sentencia C-007/2018 de la Corte Constitucional deja muchas dudas respecto 
a la “posible” y “voluntaria” reparación integral a las víctimas por parte de los amnistiados de iure 
–aquellos que no fueron seleccionados ni sus crímenes priorizados por estimarse menos graves–. 
En este escrito se considera que al subsumir –no hay ponderación alguna conforme con la ley de 

38  Esta misma idea se expone en el acto legislativo 01/2017, donde el artículo 26 consigna: “Exclusión de la acción de 
repetición y llamamiento en garantía para miembros de la Fuerza Pública. En el caso de miembros de la Fuerza Pú-
blica que hayan cometido conductas punibles por causa, con ocasión o en relación directa o indirecta con el conflicto 
armado interno, no procederá la acción de repetición y el llamamiento en garantía establecidos en el artículo 90 de la 
Constitución Política. En todo caso, deberán contribuir al esclarecimiento de la verdad, a la reparación no monetaria 
de las víctimas y garantizar la no repetición”.
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los pesos de R. Alexy (2007)– el derecho de las víctimas a la reparación integral, con el derecho a 
la paz –la concesión de amnistía de iure– toma una discrecionalidad a favor de la paz en contra del 
derecho de las víctimas. La “explicación” –que no argumento– de la Corte Constitucional solo atina 
a decir que: 

[…] una interpretación integral y sistemática impone advertir que en estos últimos casos también es 
obligación del Estado garantizar la reparación, tal como se deduce de lo dispuesto en el artículo 150.17 
de la C.P. y en los artículos 41 y 42 de la Ley 1820 de 2016.

Es claro que adolece la “explicación” de la Corte Constitucional de fundamento razonable donde 
argumente por qué la extinción de la acción de repetición y la extinción de la acción de indemniza-
ción de perjuicios no presentan problemas de constitucionalidad. Uno de los argumentos consiste 
en decir que estos temas fueron declarados exequibles al analizar el acto legislativo 01/2017. Por 
tanto, para la Corte Constitucional este asunto recibió aval “en la sentencia en la que se analizó su 
constitucionalidad, de modo que debe estarse a lo resuelto en aquella oportunidad (C-674 de 2017)”.

Así, las víctimas se encuentran con este nuevo obstáculo para acceder a la reparación integral, 
toda vez que más del 90 % de los integrantes de las FARC –a quienes se les concedió amnistías de 
iure39– y de los agentes del Estado a quienes se les otorgó la renuncia a la persecución penal, no 
están obligados a decir la verdad ni a reparar directamente a las víctimas, pues será casi imposible 
que la JEP logre vincular a quienes cometieron delitos amnistiados y que no fueron seleccionados, 
a investigaciones prontas, serias y oportunas. 

La Corte reitera que para garantizar los derechos de las víctimas a la reparación integral, existen 
unas “obligaciones impuestas en cumplimiento de lo establecido en el SIVJRNR”. Eso es cierto, 
pero se repite que la obligación se supedita a la voluntad de los amnistiados de iure; es en esta parte 
donde existe un gran vacío en la ley y la sentencia en comento, puesto que no se dice mucho sobre 
los “compromisos” con la verdad, la justicia y la reparación de los amnistiados condicionados. Así, 
solo queda el “deber” de contribuir al SIVJRNR, mas no la “obligación”. 

No se entiende entonces cómo la Corte Constitucional no declaró la inexequibilidad de las 
expresiones: “extinción de la acción de repetición” y “extinción de la acción de indemnización de 
perjuicios”. La Corte y la ley solo se remiten a indicar, de manera formal, la expresión contenida 
en la ley 1820/2016: “sin perjuicio del deber del Estado de satisfacer el derecho de las víctimas a la 
reparación integral”. 

CONCLUSIONES

1. Se considera en este trabajo que las amnistías de iure y la renuncia a la acción penal son cons-
titucionales y convencionales, ya que el legislador tiene un margen de acción que le permite 
concretar en el caso específico el derecho a la paz, siempre y cuando esta no vaya en detrimento 
de las víctimas en cuanto a la verdad y la reparación. Es decir, no se objeta aquí la importancia 
de que los agentes del Estado y los integrantes de las FARC se acojan a la JEP y se les otorgue 

39  Indica el artículo 15 de la ley 1820/2016: “Se concede amnistía por los delitos políticos de ‘rebelión’, ‘sedición’, ‘aso-
nada’, ‘conspiración’ y ‘seducción’, usurpación y retención ilegal de mando y los delitos que son conexos con estos de 
conformidad con esta ley, a quienes hayan incurrido en ellos”.
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amnistías condicionadas, antes bien creemos que su comparecencia es fundamental para saber 
toda la verdad y se repare integralmente a las víctimas.

2. Si bien la Corte Constitucional en la sentencia C-007/2018 declara constitucional la reparación 
integral a las víctimas, lo cierto es que aquellas personas a quienes se les concedió amnistías 
de iure y la suspensión condicionada de la pena, solo tendrán el deber de contribuir volunta-
riamente a decir la verdad y a reparar las víctimas, pues la JEP centrará sus investigaciones 
en los casos de mayor gravedad, seleccionando y priorizando los casos y personas con mayor 
responsabilidad dentro del conflicto armado.

3. Solo el compromiso voluntario de los victimarios de crímenes no graves contribuirá a la repa-
ración integral de las víctimas. Recuérdese que quien no diga la verdad perderá los beneficios 
ante la JEP, pero es un deber y no obligación decir toda la verdad ante este tribunal de quienes 
no fueron seleccionados ni priorizados40. 

4. Así, los casos “menos graves” –la Corte IDH apunta que se debe investigar todas las graves 
violaciones de derechos humanos41–, que no sean investigados42 quedarán sin una sanción ni 
una reparación integral a las víctimas, pues el Estado les otorgó amnistías de iure y la suspen-
sión de la pena y extinción de la acción disciplinaria a los agentes del Estado. A los agentes 
del Estado se les extingue la acción de repetición y la sanción disciplinaria. Ello en contravía 
del artículo 90 de la Constitución Política y de la jurisprudencia de la Corte Constitucional. 

5. Los representantes de las víctimas, los defensores de derechos humanos y la comunidad in-
ternacional tendrán un papel muy importante en el acompañamiento y asesoría a las víctimas 
más vulnerables para presentar y solicitar investigaciones imparciales y hacer seguimiento a 
las decisiones de la JEP al respecto. 

6. Es rescatable que la JEP cuente en estos momentos con una ley estatutaria y con unas reglas de 
procedimiento (JEP, 2018), mediante las cuales las víctimas pueden participar en igualdad de 
derechos ante dicha instancia, respetando el debido proceso. Se resalta, por ejemplo, la regla 7: 

Para la Sala es de especial importancia garantizar la participación equitativa e incluyente de las víctimas, 
principio rector del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición. Esa participación 
se concreta a través de diversos mecanismos y escenarios, tales como la presentación de informes ante la 

40 Respecto a los criterios y metodología de priorización de casos y situaciones de la JEP, ha dicho este tribunal que la 
SRVR; “ha estructurado el proceso de priorización de acuerdo a tres grandes etapas: agrupación, concentración y 
priorización. (i) por agrupación se entiende la construcción y delimitación de universos provisionales de casos com-
petencia de la SRVR, (ii) por concentración, el conjunto de labores preliminares que le permiten a la Sala focalizar su 
trabajo en la recolección y el análisis de información sobre determinados grupos de personas o de casos, con el fin de 
contar con los presupuestos necesarios para adoptar decisiones de priorización. Finalmente, la etapa concreta de (iii) 
priorización, supone la aplicación de criterios de carácter estratégico que le permiten a la SRVR determinar el orden 
de gestión de los casos, así como la asignación diferenciada de recursos de acuerdo con las necesidades de los mismos” 
(Instituto Popular de Capacitación, 2 de marzo de 2018).

41  Sobre la investigación a graves violaciones de los derechos humanos, véanse entre otros: Corte IDH, caso Masacre de 
Mapiripán vs. Colombia. Supervisión de cumplimiento de sentencia. Resolución de la Corte IDH de 8 de julio de 2009. 
Corte IDH. Caso Perozo y otros vs. Venezuela. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 
28 de enero de 2009. Serie C-195. 

42  La Corte Constitucional en sentencia C-579/2013 dijo que: “Deberá priorizarse la investigación y sanción de los delitos 
de lesa humanidad, genocidio o crímenes de guerra cometidos de manera sistemática”.
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Sala, la participación a lo largo del proceso mismo, la participación en mesas temáticas y foros regionales, 
entre otros mecanismos. 

Se espera que este procedimiento ayude a que las víctimas aporten y controviertan las pruebas 
para vincular a victimarios que quedaron fuera de la selección y priorización de casos.

7. En caso de que la JEP deba ponderar los derechos a la reparación integral de las víctimas con 
el derecho a la paz, no puede este tribunal sacrificar el derecho a la reparación de las vícti-
mas para privilegiar la paz. Se considera que los derechos de las víctimas presentan un “peso 
abstracto” –en términos de R. Alexy (2007)– que de entrada debe inclinar la ponderación a 
favor de las víctimas. 

8. Se espera que el Estado, el Congreso colombiano, la sociedad en general, los victimarios y la 
JEP asuman el reto de hacer efectivo el derecho a la reparación integral a las víctimas. Estas 
no pueden seguir siendo tratadas como personas “invisibilizadas” y sin garantías directas de 
acción ante la exigencia de sus derechos. 
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